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CAPÍTULO I

INTRODUCCIÓN

El objeto de esta obra, como ya se deriva de su título, es 
ciertamente amplio: el Poder Judicial en su configuración 
constitucional, su desarrollo a lo largo de estas últimas 
décadas y los retos que se le plantean en la actualidad. 
Incluso podría decirse que es un título que no lo abarca 
todo: hablamos de configuración constitucional pero ya 
no podemos quedarnos sólo en la lectura de la Constitu-
ción y de sus normas legales de desarrollo en esta mate-
ria, ni en la jurisprudencia del TC que interpreta y aplica 
la norma fundamental al tiempo que controla la consti-
tucionalidad de tales normas de desarrollo, sino que he-
mos de atender también a la jurisprudencia del TJUE y 
del TEDH así como a las normas que cada uno aplica; e 
incluso todo ello debe abordarse sin descuidar tampoco 
alguna referencia a otros documentos, sobre todo proce-
dentes de organismos del ámbito del Consejo de Europa, 
que no vinculan pero influyen en nuestro entendimiento 
de cuestiones relevantes propias del Poder Judicial.

Y aun todo lo anterior se proyecta sobre una variedad 
de subtemas en los que se descompone, como se verá, el 
estudio de dicho Poder Judicial. Se hablará, pues, de to-
dos ellos, pero un tratamiento a fondo exigiría no un solo 
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libro sino una suma de monografías: la voluntad que ani-
ma a estas páginas es, entonces, la de ofrecer una primera 
aproximación a todas aquellas cuestiones relevantes y al 
desarrollo que han tenido a lo largo de estas décadas de 
nuestro actual periodo constitucional, y a través de ello 
describir ámbitos, identificar problemas, aportar algunas 
claves para su análisis ulterior y avanzar posibles solu-
ciones.

El título habla también de retos. El principal, siem-
pre que hablamos del Poder Judicial, es solucionar o al 
menos dar pasos hacia la solución del endémico mal fun-
cionamiento de la justicia en España. Los pleitos tienden 
a eternizarse por muchas causas y de su principio a su 
fin, mediando los frecuentes retrasos, aplazamientos y 
los sucesivos recursos, el lapso temporal que transcurre 
se cuenta muchas veces más por trienios que por años, 
y eso siendo optimistas. La causa no es única, sino que 
se dan cita una notable variedad de factores que inciden 
conjuntamente en aquel resultado: la fragmentación de la 
gestión de los recursos personales, una media de jueces 
por debajo de la europea, una organización jurisdiccio-
nal cada vez más compleja, problemas con los sistemas 
informáticos y su interconexión, un sistema de gobierno 
del Poder Judicial con permanentes signos de infiltración 
política y cuya normativa reguladora se reforma constan-
temente, otros ámbitos que, en cambio, no se reforman o 
lo hacen sin una visión de conjunto... No es ya el proble-
ma central (que no único) de la justicia en España, como 
lo fuera en el siglo XiX y en parte del XX, el de la falta de 
independencia de los jueces, pues esta ya está plenamente 
conseguida, sino que los problemas que corresponde aho-
ra afrontar de manera prioritaria son de estructura, de or-
ganización, de medios, de mejor coordinación interadmi-
nistrativa y de eficiencia.

Esta obra quiere presentar al lector, aunque sea de 
modo necesariamente sintético por lo multiforme del 
tema tratado y las características y finalidad de esta co-
lección, cuáles son las diferentes vertientes de interés que 
hallamos al aproximarnos al Poder Judicial, su regula-
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ción, la interpretación de esta por la jurisprudencia de los 
diversos niveles, los problemas y retos que se detectan en 
la práctica y cuáles podrían ser las opciones para abordar-
los, siempre teniendo en cuenta que los frentes abiertos 
de la justicia en nuestro país son tantos que su abordaje 
requeriría diversas fases y, sobre todo, acuerdos amplios y 
duraderos entre las principales fuerzas políticas en el Par-
lamento (así como entre las diferentes administraciones 
intervinientes en el nivel ejecutivo) que, en nuestra cultura 
política, por desgracia, no se dan con facilidad.

El libro se estructura en ocho ámbitos. En primer lu-
gar se hace una aproximación de carácter introductorio 
a los ejes de la regulación del Poder Judicial en nuestra 
actual Constitución, realizando previamente una rápida 
valoración de lo que ha sido el devenir de aquel en nues-
tra historia constitucional. En segundo lugar, y de modo 
complementario al anterior aspecto, se pone de manifiesto 
que el Poder Judicial ya no puede entenderse únicamen-
te a través de dicha regulación constitucional, sino que 
hay que tener presentes elementos que van más allá de la 
misma y que proceden, sobre todo, aunque no sólo, de 
la jurisprudencia del TJUE y del TEDH. A través de esta, 
conceptos clave como la independencia o la imparcialidad 
del juez, entre otros, han ido completando su contenido. 
Igualmente en este caso la pretensión no puede ser dar 
noticia precisa de la desbordante cantidad de jurispruden-
cia existente, sino poner de manifiesto la importancia de 
esa apertura a elementos externos a nuestra Constitución 
para la interpretación y aplicación de conceptos relevan-
tes de la misma.

En tercer lugar se habla de la organización jurisdiccio-
nal en España, de sus principales características y crite-
rios de ordenación, y dentro de las muy diversas facetas 
que podrían tratarse se seleccionan algunas especialmente 
significativas, como son la relación del TS y los TSJ, la 
posición de la Audiencia Nacional o la creciente compleji-
dad de la organización jurisdiccional, para terminar ana-
lizando, a partir de los datos relativos a nuestra justicia, si 
contamos con suficientes jueces, si se invierte lo suficiente 
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o cuáles son los factores relevantes a la hora de explicar la 
eficiencia o ineficiencia del sistema.

En cuarto lugar se entra a analizar el estatuto de los 
jueces. Se comienza por el modo de acceso a la carrera ju-
dicial, en muchos aspectos propio de otros tiempos, y que 
ya no responde a las necesidades de un sistema moderno 
de selección de quienes han de ejercer la función jurisdic-
cional en un mundo en que las bases de datos, las tecnolo-
gías de la información o las herramientas de inteligencia 
artificial han sustituido a los medios precarios y pretec-
nológicos que vieron nacer a aquel sistema memorístico y 
refractario a la argumentación. Tras ello se estudian la in-
dependencia y la imparcialidad del juez (y habrá que vol-
ver a referirse, aunque sea de modo sintético, a la luz que 
sobre ellas haya arrojado la jurisprudencia no sólo del TC 
sino también del TJUE y el TEDH), las incompatibilidades 
y prohibiciones que debe observar el juez, su inamovilidad 
y por último su responsabilidad, instrumentos todos ellos, 
en diferente medida, relacionados con la independencia 
judicial.

El gobierno del Poder Judicial, en quinto lugar, ocu-
pa el capítulo más extenso. Ello no debiera sorprender 
en el caso de nuestro país, en que la solución adoptada 
por el constituyente para articular dicha función de go-
bierno, la creación del Consejo General del Poder Judi-
cial, ha resultado ser una idea en teoría afortunada pero 
que se ha aplicado del peor modo posible. Sistemas de 
elección de sus miembros de naturaleza constantemente 
variable aprovechando la muy vaga regulación constitu-
cional; funciones del órgano que, a resultas de las suce-
sivas reformas legislativas, se amplían o reducen según 
convenga; conversión del Consejo en un parlamento a 
escala; incidencia (para mal) de todo ello en el ejercicio 
de funciones tan relevantes como la de elegir altos cargos 
judiciales empleando una discrecionalidad que cuesta 
distinguir a veces de la simple arbitrariedad... Los pro-
blemas del órgano son muy numerosos, y sin embargo 
las alternativas a este modelo de gobierno, como podría 
ser la de encomendar tal función al poder ejecutivo, pare-
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cen aún peores, sin olvidar que la sustitución del Consejo 
por otro tipo de sistema de gobierno requeriría de una 
reforma constitucional, mecanismo este que ya sabemos 
que se da con muy escasa frecuencia entre nosotros. Así 
pues, la solución más razonable parece la de reformar a 
nivel legal el Consejo, y para ello se ofrecerán diferentes 
propuestas.

En sexto lugar se aborda la relación entre el Poder Ju-
dicial y la estructura autonómica del Estado. No en todos 
los Estados territorialmente descentralizados el Poder Ju-
dicial se ve afectado por esa descentralización; los mode-
los existentes son varios, y todos ellos hallan su justifica-
ción en las características del Estado en que se implantan 
y en las del pacto constitucional que en su momento se 
alcanzase en torno a la estructuración de este poder del 
Estado. Desde la pluralidad de poderes judiciales (federal 
y estatales) propia, por ejemplo, de Estados Unidos, hasta 
los sistemas de unidad del Poder Judicial pero con com-
partición de su gestión en los diversos niveles como pueda 
suceder en Alemania, hasta finalmente aquellos sistemas 
federales en que el Poder Judicial, además de ser único, 
es gestionado del todo o en gran medida por el nivel fede-
ral, las soluciones que ofrece el Derecho comparado son, 
como se ve, bien diversas. Haciendo ahora abstracción 
de si nuestro sistema se corresponde o no con los rasgos 
propios del federalismo, lo cierto es que se ubicaría cerca 
del tercer modelo pero no totalmente dentro del mismo, 
pues las CCAA tienen algunas vías de intervención en la 
gestión de la Administración de Justicia. Con todo, inclu-
so dentro del actual marco constitucional habría algunas 
formas de aproximar aún más el Poder Judicial al modelo 
de Estado, bastando para ello con una mera reforma de 
la LOPJ, como se apuntará desde diferentes perspectivas.

Entrando ya en la parte final del libro, en séptimo lugar 
se hará una mención muy esquemática al papel del Minis-
terio Fiscal, que no siendo Poder Judicial interviene en (y 
colabora con) dicho poder de modo sustancial, y en octavo 
y último lugar se hablará de la participación ciudadana en 
la justicia centrándonos sobre todo en la figura del jurado.
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Se quiere, con todo lo anterior, ofrecer una panorámi-
ca general de las características del Poder Judicial que la 
Constitución diseñó con la voluntad de romper con los 
constantes precedentes de nuestra historia constitucional 
en que el Poder Judicial se hallaba sometido al Gobierno 
y sus integrantes carecían de las garantías mínimas que 
hoy consideramos propias del ejercicio de la función ju-
risdiccional. Todo eso acabó, y ahora los problemas son 
otros. Otros, y no menores, a tenor del funcionamiento 
endémicamente defectuoso de nuestra Administración de 
Justicia.

A explicar todo ello de modo necesariamente conciso, 
pero al mismo tiempo suficientemente completo, se diri-
gen las páginas que siguen. Páginas que, por último, son 
deudoras del trabajo compartido a lo largo de los años en 
torno a los problemas de la justicia con muchas personas. 
Quisiera en particular nombrar a dos: al profesor Miguel 
Ángel Aparicio, que me sugirió, entre otras muchas cosas, 
ahondar en estos temas hace ya más de dos décadas, y al 
profesor Manuel Gerpe, con quien desde hace práctica-
mente el mismo tiempo he tenido la oportunidad de in-
vestigar y publicar en torno al Poder Judicial. Me gustaría, 
así, acabar estas primeras páginas dejando constancia de 
mi agradecimiento hacia ambos, por su generosidad y por 
todo lo que he podido aprender de ellos.



CAPÍTULO II

LA CONFIGURACIÓN DEL PODER 
JUDICIAL EN LA CONSTITUCIÓN: 

ASPECTOS GENERALES

1.  LOS RETOS DEL CONSTITUYENTE AL REGULAR 
EL PODER JUDICIAL

La actual regulación constitucional del Poder Judicial 
no surge, ciertamente, de la nada, sino que responde por 
el contrario a una clara conciencia de lo que había sido el 
Poder Judicial en España desde los inicios de nuestra his-
toria constitucional, y a la necesidad de evitar los cuantio-
sos peligros que durante los siglos XiX y XX habían hecho 
del Poder Judicial en España una parte del Estado que no 
merecía tal calificativo de poder por constituir, en reali-
dad, un apéndice en la práctica del Poder Ejecutivo, que 
a través de muy variadas formas dirigía a aquel privando 
a los jueces de las garantías más básicas. Con los mati-
ces propios de cada etapa, durante ese largo periodo hubo 
una Administración de Justicia, pero no un Poder Judicial 
al modo como hoy lo entenderíamos  1.

1 Vid., en este sentido, Montero aroca, J., Independencia y res-
ponsabilidad del juez, Civitas, Madrid, 1990, p. 37.
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Fue crónica, así, la dependencia en España de los tri-
bunales respecto del Gobierno, favorecida por muy diver-
sas vías, como la consistente en dotar a aquel de amplias 
funciones de gestión de la Administración de Justicia 
y de quienes en ella servían, así como la de fragmentar 
y disgregar la jurisdicción a través de la existencia de ju-
risdicciones especiales, de muy antigua existencia entre 
nosotros, hasta el punto de que, como señala Aparicio Pé-
rez, cuando a principios del siglo XiX los constituyentes de 
Cádiz se enfrentan al intento de ordenar en algo el enma-
rañado sistema judicial existente, se encuentran con que 
los términos entre jurisdicción común y jurisdicciones es-
peciales estaban invertidos: «Lo común era realmente lo 
especial, y viceversa», en una estructuración tan confusa 
que les llevará a optar por intentar un «arreglo y mejora» 
de la situación de partida (es decir, sobre todo racionalizar 
desde el punto de vista orgánico y competencial el sistema 
judicial) y no una reforma radical que parecía quimérica  2. 
Una decisión que, después, se irá reproduciendo en buena 
medida a lo largo del siglo XiX cuando se elaboren consti-
tuciones posteriores, cuyas prescripciones en materia de 
justicia, por lo demás, no serían por lo general respetadas 
en la práctica por las normas de desarrollo ulterior, inclu-
sive las de rango reglamentario, sin que de ello se siguie-
ra consecuencia alguna. Como tampoco pudieron echar 
raíces los principios de exclusividad e inamovilidad que 
la Constitución de 1812 expresamente recogía (y que las 
posteriores de 1837, 1845, 1869 y 1876 reiterarían) o la 
separación del judicial respecto de los otros poderes que 
la propia Constitución de 1812 intentaba también funda-
mentar.

E incluso cuando, tras décadas de desorganización, 
subordinación y penuria judicial se consigue en 1870 dar 
una regulación completa de rango legal a la Administra-
ción de Justicia mediante la Ley Orgánica Provisional del 

2 Vid. aParicio Pérez, M. Á., El status del Poder Judicial en el 
constitucionalismo español (1808-1936), Universidad de Barcelona, 
Barcelona, 1995, pp. 16 y 20.
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Poder Judicial, de 15 de septiembre del mencionado año, 
ello se hará, como señala Aparicio Pérez, a base de mez-
clar en ella principios contrapuestos, lo que explicará «el 
éxito de la Ley Orgánica y [...] su capacidad de pervivencia 
en medio de regímenes políticos tan diversos [pues] esa 
mezcla de principios permitió inclinarse por unos o por 
otros según fueran los dominantes en cada momento»  3. 
Y ciertamente nunca fueron los dominantes los relativos 
a asegurar de modo real la independencia de los jueces 
y el resto de principios que quiso (y no pudo) asentar la 
Constitución de 1812, aunque al menos la ley intentara 
racionalizar la Administración de Justicia, por más que 
con resultados ulteriores desiguales en función de cada 
periodo histórico y de cada régimen político.

No es la sumisión de la justicia a otros poderes, desde 
luego, una problemática exclusiva del caso español pues, 
como ha recordado Jiménez Asensio, la lucha por la in-
dependencia judicial frente a las injerencias del ejecutivo 
fue clave en el constitucionalismo liberal de la Europa de 
los siglos XiX y XX  4. En España, como se ha apuntado, el 
camino hacia la culminación de esa lucha ha sido particu-
larmente trabajoso y tardío, con un siglo XiX en el que de 
las diversas constituciones españolas no pudo surgir un 
Poder Judicial independiente, en el que la inamovilidad 
de los jueces fue constantemente limitada o directamente 
ignorada (la práctica de las cesantías y los nombramientos 
arbitrarios cada vez que cambiaba el Gobierno fue cons-
tante hasta llegar al último tercio del siglo, y no desapa-
recería de modo efectivo hasta el Real Decreto de 24 de 
septiembre de 1889, sobre inamovilidad en la carrera judi-
cial), en el que la unidad jurisdiccional no existió como tal 
(los intentos de lograrla, aun con limitaciones, por parte 
de las Constituciones de 1812 o 1837 no tuvieron reco-
rrido práctico, y los acometidos por el Decreto-ley de 6 
de diciembre de 1868, de unificación de fueros, y la Ley 

3 Vid. aParicio Pérez, M. Á., El status..., op. cit., p. 113.
4 Vid. JiMénez aSenSio, R., «Poder Judicial y Administración de 

Justicia», Iura Vasconiae, 16, 2019, pp. 472-473.



22 Miguel Ángel Cabellos Espiérrez

Orgánica Provisional de 1870 pronto se demostraron bal-
díos), y en el que las penurias salariales de los jueces eran 
la norma y el Gobierno, a través del entonces Ministerio 
de Gracia y Justicia, ejercía una interferencia constante 
sobre la Administración de Justicia y sobre aquellos (esto 
es, sobre su acceso, permanencia, incompatibilidades, res-
ponsabilidad disciplinaria y resto de cuestiones ligadas al 
estatuto judicial). Así pues, la situación de dependencia 
del Poder Judicial respecto del Gobierno fue permanente  5 
y, más allá de las puntuales mejoras que pudieron suponer 
algunas previsiones nacidas de la Constitución de 1869 o 
de la Ley Orgánica Provisional de 1870 (en la siempre re-
lativa medida en que fueran respetadas o durara su aplica-
ción práctica) o del citado Real Decreto de 1889, la situa-
ción del Poder Judicial fue en todo momento precaria a lo 
largo del siglo XiX  6.

No cambiaron mucho las cosas durante buena parte del 
siglo XX: en la Constitución de 1931 se hicieron esfuerzos 
por separar al Poder Judicial de la influencia del Gobierno 
constitucionalizando el principio de independencia judicial 
y previendo, por ejemplo, en su art. 96 un presidente del TS 
con notables competencias relacionadas con el estatuto de 
los jueces, que sería elegido por el presidente de la Repú-
blica de entre los candidatos propuestos por una asamblea 
cuya composición se defería a la ley, y cuya primera regula-

5 Y la independencia judicial, como señala Íñiguez Hernández, 
«quedó reducida a una condición personal de cada juez: a una vir-
tud». Vid. ÍÑiGuez hernández, D., El fracaso del autogobierno judi-
cial, Thomson Civitas, Madrid, 2008, p. 145.

6 Señala Aparicio Pérez cómo, pese a la recepción constitucio-
nal del principio de separación de poderes, «la realidad del consti-
tucionalismo histórico español muestra una vigencia práctica muy 
escasa de la separación o autonomía del judicial y una dependencia 
efectiva (teórica del legislativo y real del ejecutivo) de los jueces, al 
menos hasta la Restauración». Vid. aParicio Pérez, M. Á., El sta-
tus..., op. cit., p. 13. Y, por otra parte, incluso tras la Restauración, 
el Gobierno siguió reteniendo importantes funciones en materia de 
ascensos, nombramientos o infracciones y sanciones, que siguieron 
cimentando la dependencia de los jueces respecto de aquel.
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ción de 1932 dio lugar a un órgano plural en que estuvieron 
presentes diputados, jueces y miembros de otros sectores 
de la justicia; no menos relevante fue la insistencia cons-
titucional en la unidad jurisdiccional. Con todo, el intento 
de dotar al Poder Judicial de la independencia y las condi-
ciones necesarias para el correcto ejercicio de la función 
jurisdiccional resultó fallido por el propio desarrollo acci-
dentado y breve del régimen republicano, durante el cual la 
justicia siguió pasando por vicisitudes que incluyeron, por 
ejemplo, situaciones de ruptura de la idea de inamovilidad  7.

Por su parte, antes y después de la Segunda República, 
en las dictaduras de Primo de Rivera y Franco, aquella 
dirección por parte del Gobierno se ejerció, como era de 
esperar, de modo muy intenso y se practicaron diversas 
depuraciones de jueces, con el añadido durante el fran-
quismo de la ruptura consciente y buscada de cualquier 
idea de unidad jurisdiccional (a la que de nuevo había in-
tentado tender la Segunda República) mediante la frag-
mentación de la jurisdicción ordinaria, a la que se le retira-
ron muy diversos sectores materiales (en ámbitos como el 
orden público, penal, económico, militar, eclesiástico o de 
la actividad política, entre otros) que pasaron a ser compe-
tencia de jurisdicciones y tribunales especiales  8, aún más 
intensamente controlados desde el ejecutivo, mientras se 
proclamaban una «apoliticidad» y una «neutralidad» de 
la justicia que no podían ocultar los eficaces esfuerzos del 
régimen por garantizar por muy diversas vías que esa neu-
tralidad no significara otra cosa que la aceptación acrítica 

7 Como cuando el art. 1 de la Ley de 8 de septiembre de 1932 
declaró «jubilables» «cualquiera que sea su edad, a su instancia o 
por resolución del Gobierno, todos los jueces de instrucción, magis-
trados y funcionarios del Ministerio Fiscal», lo que llevó a depurar al 
10 por 100 de la plantilla judicial.

8 En cuanto a las jurisdicciones especiales en el franquismo, vid. 
de otto Y Pardo, I., Estudios sobre el Poder Judicial, Ministerio de 
Justicia, Madrid, 1989, pp. 152-153, roSado VillaVerde, C., Cons-
tituciones y jurisdicciones especiales, Colex, Madrid, 2022, pp. 181-
197, y carrillo, M., El Derecho represivo de Franco, Trotta, Madrid, 
2023, pp. 166-189.
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de los valores de tal régimen, combinada con la promo-
ción activa de los mismos desde las citadas jurisdicciones 
especiales creadas para controlar mejor los ámbitos más 
sensibles políticamente y con la concentración total de 
cuanto afectara al estatuto y régimen de los jueces en ma-
nos del Ministerio de Justicia.

Como ha señalado Díez-Picazo Giménez, pues, si el ori-
gen de la Administración de Justicia moderna en Espa-
ña se halla en la Constitución de 1812, y esta se propuso 
ante todo actuar contra la fragmentación jurisdiccional y 
asegurar la independencia de los jueces, ese doble intento 
resultó baldío y «el desarrollo de estas dos ideas en la his-
toria constitucional española ulterior representa, en gran 
medida, la crónica de un fracaso»  9. Así pues, la Constitu-
ción de 1978 se enfrentaba, en el ámbito que estudiamos, 
al intento de culminar la consecución de importantes ne-
cesidades largamente postergadas.

Por mencionar las principales, encontraríamos en pri-
mer lugar la de reconducir a la unidad el ejercicio de la 
jurisdicción, frente a una fragmentación tradicional de 
esta que, como se acaba de decir, facilitaba su control 
gubernamental y su organización en compartimentos es-
tancos, lo que además de a los fines de segregar y con-
trolar a los jueces obedecía unas veces a la voluntad de 
perseguir de manera especialmente intensa determina-
dos actos o a determinados colectivos y otras, en sentido 
opuesto (sobre todo en la primera mitad del siglo XiX), a 
otorgar un trato privilegiado a justiciables pertenecientes 
a determinados grupos o estratos sociales. En segundo 
lugar, la necesidad de asegurar la independencia de los 

9 Vid. dÍez-Picazo GiMénez, L. M., La jurisdicción en España. En-
sayo de valoración constitucional, IEE, Madrid, 1994. Por su parte, 
Andrés Ibáñez y Movilla Álvarez señalan que, desde la Constitución 
de 1812 y con la excepción de las leyes del periodo comprendido en-
tre 1868 y 1882, «ninguna otra aportación esencial en materia de or-
ganización judicial cabe registrar hasta nuestros días». Vid. andréS 
iBáÑez, P., y MoVilla álVarez, C., El Poder Judicial, Tecnos, Madrid, 
1986, p. 42.



El Poder Judicial 25

jueces a través de una serie de garantías que conforma-
sen un estatuto de aquellos tendente a lograr dicho fin. 
Relacionado también con lo anterior, hemos de mencio-
nar la necesidad de establecer un modo de articular el 
gobierno de los jueces que lo apartara de la interferen-
cia constante del ejecutivo; ha de añadirse de inmediato 
que nos referimos a «gobierno» en un sentido distinto 
al habitual de la palabra, dado que un poder de cuyos 
integrantes se predica la independencia no puede ser go-
bernado en la acepción usual de este término, esto es, de 
modo que pudieran recibir órdenes acerca de cómo llevar 
a cabo su función: ese gobierno deberá referirse, pues, a 
la administración de las situaciones propias de la carrera 
profesional del juez y a velar por el correcto funciona-
miento de juzgados y tribunales.

Es verdad, con todo, que se dejaron por abordar otros 
retos que el propio texto constitucional planteaba: así, al 
establecer este un Estado territorialmente descentraliza-
do hubiera podido pensarse en establecer mecanismos 
que pusieran en relación Administración de Justicia y 
CCAA. Sin embargo, como se verá, en este punto preva-
leció la inercia histórica y una y otras fueron reguladas 
de modo que apenas llegaran a entrar en contacto, lo 
que después se ha ido mitigando a través de regulacio-
nes legales que, en cierto modo, han operado una muta-
ción constitucional. También, por otra parte, hallamos 
que la regulación constitucional sobre el Poder Judicial 
resulta en muchos aspectos muy esquemática, y desde 
luego generosa para con el legislador, al que se remiten 
importantes decisiones que no se encuentran, o se en-
cuentran sólo de manera indiciaria, en el texto consti-
tucional: piénsese en la regulación mínima que se da al 
CGPJ (del que ni siquiera se acaba de regular de manera 
suficientemente precisa su modo de elección, ya no di-
gamos sus funciones), en lo telegráfico de la regulación 
del estatuto de los jueces o en el hecho de que nada se 
diga en torno a cómo se accede a la condición de tal, por 
poner algunos ejemplos; a ello vendremos a referirnos 
de inmediato.
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2.  PODER JUDICIAL Y ADMINISTRACIÓN  
DE JUSTICIA EN LA CONSTITUCIÓN  
DE 1978: UNA APROXIMACIÓN GENERAL  
A LA REGULACIÓN DE LA JUSTICIA  
EN LA CONSTITUCIÓN

Se ha puesto de manifiesto en ocasiones que el Títu-
lo VI de nuestra Constitución es el único que define expre-
samente como «poder» a la rama del Estado que regula, 
mientras que los títulos dedicados al Gobierno o al Parla-
mento dan por supuesta esa condición sin necesidad de 
recordarla formalmente. Late aquí implícitamente el reco-
nocimiento de que, como ya se ha dicho, en nuestra histo-
ria constitucional el judicial más que un poder en sí mis-
mo era una dependencia de otro, el ejecutivo, quedando, 
por tanto, sometido a las decisiones de este en su funcio-
namiento cotidiano  10, en la línea de lo que tras el proceso 
revolucionario francés se extendió en Europa bajo lo que 
Jiménez Asensio ha definido como «la desconfianza hacia 
el Poder Judicial», en contraste con lo que sería propio del 
modelo anglosajón  11.

10 Siendo la dependencia del legislativo más indirecta en tan-
to que las decisiones de este, expresadas mediante ley, se hacían 
realidad sólo en la medida en que el Gobierno quisiera aplicarlas. 
En cualquier caso, lógicamente, la denominación por sí misma no 
transforma la realidad: así, las Constituciones de 1837 y 1869 tam-
bién hablaban del Poder Judicial, sin que luego se siguiera de ello 
en la práctica la independencia de este frente a los demás poderes.

11 Si tras el proceso revolucionario francés la ley, como expre-
sión de la voluntad general emanada del Parlamento, va a ocupar el 
centro del sistema, se seguirá de ello que el Poder Judicial ostente 
un papel subordinado a la ley, y que se desconfíe completamente de 
toda actividad interpretativa que pudieran llevar a cabo los jueces, a 
los que en los inicios del proceso revolucionario se considera aplica-
dores mecánicos de la ley y, por tanto, difícilmente integrantes de un 
«poder» real y sí sólo, más bien, de una Administración de Justicia 
sin más; será una concepción que pesará en el siglo XiX español (a 
la que en nuestro caso se unirá la intensa interferencia del ejecutivo 
en el ámbito judicial y un peso notable del clientelismo político). En 
Estados Unidos, en cambio, desde muy pronto va a fijarse la función 


